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En lo que los partidos políticos 
guatemaltecos se arrancan para 
las elecciones presidenciales de 
2011 en Septiembre, organiza-
ciones de derechos humanos se 
están preparando para unos de 
los procesos judiciales de 
crímenes de guerra más impor-
tantes de la historia del país. 
Con uno de los candidatos pre-
sidenciales más populares vin-
culados a uno de los casos de 
derechos humanos más contro-
versial y de alto perfil, la mane-
ra en que los eventos tomarán 
camino será indicativo de la 
habilidad que Guatemala tiene 
para enfrentar la arraigada im-
punidad del conflicto interno.  
 
El caso de Everardo Bámaca (nacido Efraín 
Bámaca Velázquez) se ha convertido en un 
ejemplo emblemático de los lazos entre los 
autores de la violencia pasada y la élite 
política y económica. Everardo, un líder 
de la guerrilla indígena de San Marcos, fue 
capturado el 12 de marzo, 1992. Él fue 
detenido y torturado por más de un año 
por el ejército guatemalteco antes de ser 
ejecutado. Su esposa, abogada estadouni-
dense Jennifer Harbury, trabajó por dos 
décadas tratando de poner juntar las piezas 

de la compleja serie de eventos que ocu-
rrieron en lo que Everardo estuvo en cauti-
verio. Ella acumuló una gran cantidad de 
evidencia que implica a un activo de la CIA 
y varios miembros de alto rango del ejérci-
to guatemalteco.   
 
Jennifer presentó el caso a la Corte Inter-
americana que, el 25 de noviembre de 
2000, encontr· al ej®rcito guatemalteco 
culpable de la desaparición, tortura y eje-
cución de Everardo. Pero no fue hasta el 
2009 que el gobierno de Guatemala abri· 

una investigación criminal y 
empezó a perseguir el caso. 
 
Implicado en este caso fue el 
ex general Otto Pérez Molina, 
el recién declarado candidato 
presidencial por el Partido 
Patriota. Pérez Molina fue 
Comandante de la base militar 
en Quiché en los años 1980, 
durante el colmo del genoci-
dio en contra de la población 
Maya. Después él se convirtió 
en la cabeza de la inteligencia 
militar, o el G-2, infame por 
las desapariciones forzadas y 
ejecuciones extrajudiciales 
durante el conflicto armado. 
El ha sido directamente vincu-

lado con las masacres en la región Ixil del 
Quiché y asociado con la muerte del Obis-
po Juan Gerardi en 1998. Pero fue su co-
nexión con la tortura y muerte de Everar-
do Bámaca que tal vez afectará su candida-
tura para Presidente.  
 
Una historia de impunidad 
 
En Guatemala, donde los Acuerdos de Paz 
fueron firmados después de 36 años de 
guerra, la mayoría de crímenes del conflic-
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to interno han quedado en la impunidad. No es 
sorprendente cuando se considera que los acto-
res intelectuales y materiales principalmente 
responsables por la tortura, desapariciones for-
zadas, ejecuciones extrajudiciales y genocidio 
nunca fueron responsabilizados 
por sus crímenes durante el pro-
ceso de paz. Muchos se han que-
dado en posiciones de poder ð o 
abiertamente como funcionarios 
electos, o a través de redes cri-
minales clandestinas.  
 
Desde alcaldes a funcionarios de 
la Corte Suprema de Justicia, las instituciones 
públicas de Guatemala están llenas de oficiales 
que se benefician personalmente y profesional-
mente de la impunidad continuada y buscan 
asegurarse que nunca vayan a ser responsabiliza-
dos por sus crímenes. Tomemos, por ejemplo, 
al dictador responsable por el genocidio patroci-
nado por el Estado en el altiplano indígena, 
Efraín Ríos Montt, quien ha servido como Pre-
sidente del Congreso de 2000-2004. Evitó una 
posible extradición a España por cargos de ge-
nocidio con su regreso al Congreso para el plazo 
de 2008-2012. 
  
Las mismas débiles y quebradas instituciones  
que, por defecto, han protegido criminales de 
guerra, se han convertido infames en la arena 
internacional por su falta de enfrentar al crimen 
organizado y a la violencia de las pandillas. La 
Comisión Internacional contra la Impunidad en 
Guatemala (CICIG), apoyada por la ONU, ha 
estado trabajando para preparar fiscales y cuer-
pos de seguridad para investigar y desmantelar 
esta corrupción. Aunque se han hecho avances, 
las estructuras criminales no han sido desmante-
ladas y por algunas cuentas, están creciendo.  
 
Algunos avances en casos 
de crímenes de guerra 
 
 Mientras tanto, una sociedad 
civil persistente y una comu-
nidad internacional de dere-
chos humanos preocupada 
continúan exigiendo justicia 
para numerosos casos claves 
de violaciones de derechos 
humanos del conflicto inter-

no. Muchos de estos casos que han languidecido 
por 20 o 30 años con poca esperanza de justicia, 
al fin están avanzando y preparándose para ir a 
corte en los próximos meses. 
 

¶   En el caso B§maca, que implica no solo a 
Pérez Molina sino a otros líderes militares de 
alto rango, se ha estado moviendo hacia adelan-
te, aunque vacilante, gracias a la continuada 
presión de Jennifer Harbury, la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos y la comunidad 
internacional. Se ha expuesto divisiones entre la 
Corte Constitucional y la Corte Suprema de 
Justicia, y ha expuesto la resistencia de Guate-
mala a cumplir con la ley internacional. En fe-
brero de 2011, a Jennifer Harbury al fin le fue 
permitida dar su testimonio en las cortes guate-
maltecas. Si los procedimientos judiciales fueran 
permitidos a continuar, el tribunal se llevaría a 
cabo en los próximos seis meses. 

¶   El caso de tres ex-soldados demandados por 

su participación en la masacré de 251 hombres, 
mujeres y niños en Dos Erres, Petén, en 1982 
está programado para iniciar en julio de 2011. 
La masacre fue una de las más grandes del con-
flicto interno y fue perpetrada por las fuerzas 
especiales de Guatemala, los kaibiles. El caso 
fue abierto en Guatemala en 1994 y después del 
intento del gobierno a cerrarlo, fue llevado a la 
Comisión Interamericana. A pesar de tener 
órdenes de detención abiertas para 17 ex-
kaibiles, solo tres hombres fueron arrestados en 
Guatemala. (En el 2010, el Departamento de 
Justicia de los Estados Unidos mandó órdenes 
de detención para otros cuatro exðkaibiles  in-
volucrados en la masacre; los hombres cometie-
ron fraude migratorio cuando mintieron acerca 
de su participación en la masacre en sus aplica-
ciones para ciudadanía de los Estados Unidos. 
Gilberto Jordán fue sentenciado a diez años en 
un tribunal en Florida en septiembre de 2010 y 
Jorge Vinicio Sosa Orantes, arrestado en enero 
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en Alberta, Canadá, puede ser extraditado 
a Guatemala.) 

¶   El caso de la desaparici·n forzada en 
1984 del l²der estudiantil Fernando Garc²a, 
tuve audiencia en octubre de 2010 y dos 
oficiales de la policía fueron encontrados 
culpables. La corte hizo la decisión sin 
precedentes a ordenar una investigación de 
sus oficiales superiores. Una audiencia para 
este caso también está pendiente en la Cor-
te Interamericana.  

¶   En diciembre de 2009, un coronel gua-
temalteco y tres comisionados militares 
fueron sentenciados a 53 años en prisión 
por la desaparición forzada de ocho perso-
nas en la ciudad El Jute, Chiquimula. El 
coronel Marco Antonio Sánchez Samayoa 
es el oficial militar de rango más alto de ser 
acusado por los crimines cometidos duran-
te el conflicto interno, y el suyo fue solo el 
segundo procedimiento judicial de desapa-
rición forzada en todo el país. (Hubo  esti-
mado de 50,000 personas desaparecidas 
forzadamente durante la guerra.)  Este 
año, a pesar de continuadas amenazas, el 
Comité de Víctimas y el Grupo de Apoyo 
Mutuo planean presentar cargos contra el 
alto mando militar implicado en este caso. 

¶   Otro caso importante, que involucra a 
los ex presidentes Efraín Ríos Montt y 
Fernando Romeo Lucas García, y el alto 
mando militar durante sus administracio-
nes en genocidio durante el periodo 1981-
83, tambi®n esperan su d²a en las cortes 
guatemaltecas. Fiscales y víctimas han de-
mandado la entrega de cuatro planes mili-
tares claves del Departamento de Defensa 
que aportan pruebas de la politica de tierra 
arrasada en las comunidades indígenas du-
rante los años 1980, pero los planes no han 
sido producidos en su totalidad. (Un caso 
separado por genocidio, terrorismo de 
estado, tortura y otros crímenes de lesa 
humanidad se ha presentado ante la corte 
española, basado en la jurisdicción univer-
sal para crímenes de guerra.) 

El impulso de estos casos ha sido reforzado 
por el nombramiento de Claudia Paz y Paz 

Bailey, un aliado respetado de organizacio-
nes de derechos humanos, como la nueva 
fiscal general de Guatemala. (El primer 
candidato nombrado fue despedido en ju-
nio de 2010 después de pocas semanas por 
sus conexiones al crimen organizado.) La 
administración de Colom también ha 
hecho esfuerzos para investigar a las fuerzas 
de policía notoriamente corruptas y, con la 
defensora de derechos humanos Helen 
Mack como Comisionada de la Reforma 

Policial, hay esperanza que cambios positi-
vos a largo plazo se podrán hacer.  

Debido a la coincidencia entre los autores 
de violencia relacionados con actividades 
ilegales pasadas y presentes, estos casos de 
crímenes de guerra tienen la oportunidad 
de establecer un precedente para que los 
culpables tomen responsabilidad por las 
violaciones de derechos humanos y al mis-
mo tiempo avanzar en desmantelar el siste-
ma de corrupción y crimen organizado 
muy arraigado en Guatemala. 

Un tiempo limitado de oportunidad 
 
Este tiempo de oportunidad, sin embargo, 
podría ser breve. Instituciones públicas 
guatemaltecas, que actualmente están tam-
baleándose al borde del colapso, son vulne-
rables a presión, amenazas y corrupción. 
La violencia creciente y el conflicto políti-
co durante este ciclo electoral serán cargas 
adicionales a un sistema judicial ya agobia-
do. 
 

El nombramiento de nuevos fiscales a la 
Corte de Constitucionalidad, que ocurre el 
14 de marzo de 2011, ser§ una prueba 
importante de la fuerza e independencia 
del sistema judicial. Organizaciones nacio-
nales e internacionales han exigido que los 
candidatos escogidos para servir en la corte 
más alta de la nación sean independientes, 
imparciales y honorables. Estos cinco ma-
gistrados serán responsables no solo por la 
decisión de la legalidad de la postulación 
de los candidatos presidenciales sino tam-
bién serán integrales en determinar cúales 
casos de derechos humanos serán vistos en 
la corte.    
 
Defensores de derechos humanos, como 
Jennifer Harbury, su abogado Edgar Pérez, 
y muchos otros trabajando en los casos de 
crímenes de guerra, estarán en mayor ries-
go en los próximos meses. La comunidad 
internacional tiene que vigilar el progreso 
de las elecciones y como afectan a los casos 
de derechos humanos concurrentes para 
promover la transparencia, estado de dere-
cho y la protección del derecho de ciuda-
danos guatemaltecos a la verdad, justicia y 
responsabilidad.  
 

-Kelsey Alford-Jones 
Directora interina de GHRC 
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Por Amy Kunz 

Serví en un pueblo rural guatemalteco con 
el Cuerpo de Paz por dos años. Enseñé en la 
escuela secundaria en la ciudad de Guatema-
la por dos años después de eso. Leí todo los 
libros necesarios para mi tesis; de la guerra 
de Guatemala, la cultura, y la gente. Hasta 
estaba parada en la catedral de Guatemala en 
1998 cuando el Obispo Juan Gerardi ley· su 
propio reportaje de la comisión 
de verdad sobre crímenes de 
guerras y atrocidades cometidas 
en contra de la gente guatemal-
teca por décadas. Días después 
me encontré estupefacta cuan-
do leí los titulares anunciando 
que lo habían golpeado hasta la 
muerte. En breve, me había 
engañado al pensar que era un 
tipo de experta en Guatemala. 
Incluso teniendo toda mi expe-
riencia pasada ahí y puesto ac-
tual como miembro de la Junta 
Directiva de GHRC, me di 
cuenta cuánto me faltaba 
aprender de las retos diarios de 
vivir en Guatemala. Esta educa-
ción rápido llegó en la delega-
ción de una semana de GHRC a 
fines del 2010. 

Uno de los propósitos específicos de esta 
delegación de GHRC era estudiar los factores 
de empuje de migración, para entender las 
razones por las cuales la gente se va de la 
tierra que conocen y aman a una nueva. Es 
un tema de cual se ha visto mucho en los 
medios de comunicación y era una pregunta 
que muchos de nosotros en el viaje quería-
mos explorar en más detalle. Mis compañe-
ros delegados eran miembros de la Iglesia 
Unitaria Universalista de Arlington 
(UUCA), Virginia, un grupo de gente muy 
comprometida y energética quienes quieren 
actuar según la misión de su iglesia, basada 
en trabajo para la justicia social para todas 
las personas. Varios miembros se habían 
vuelto amigos de un joven brillante y elo-
cuente en su comunidad llamado Victor  
quien migró a los Estados Unidos de un 
pueblo Maya pequeño en Guatemala cuando 
era un adolescente. Victor llegó a los Esta-

dos Unidos a buscar trabajo y enviar ayuda 
financiera a su familia, como muchos de los 
inmigrantes. El vivió en varios estados y 
tuvo muchos trabajos antes de establecerse 
en el suburbio de Washington, DC. Fue 
Victor y su historia que inspiró esta delega-
ción.   

Migración, aprendimos, ocurre tanto entre 
las fronteras de Guatemala como hacia afue-

ra. Gente se muda de sus pueblos para en-
contrar trabajo e ingresos en otras partes del 
país como en la costa sur para trabajar en la 
cosecha de azúcar o en la región norteña de 
Petén para trabajar en las industrias alrede-
dor de los sitios turísticos populares. Algu-
nas veces regresan a casa por un tiempo 
hasta la próxima cosecha, pero muy fre-
cuentemente se siguen moviendo para tener 
trabajo el resto del año. Sin embargo, la 
promesa de una oportunidad de trabajo, la 
paga en dólares, hace el ensueño de viajar a 
los Estados Unidos irresistible para muchos 
guatemaltecos, especialmente hombres 
jóvenes. La migración afectó todos en la 
familia de Víctor. El y sus hermanos dejaron 
su casa en el altiplano del oeste de Guatema-
la para viajar a los Estados Unidos en su 
adolescencia. Los padres de Víctor no son 
extraños a la migración tampoco; ellos han 
cruzado Guatemala, dejando su hogar por 
meses y años a la vez, siguiendo la promesa 
de trabajo de acuerdo con los horarios de las 
cosechas (papas en las tierras altas, caña de 

azúcar en la costa sur y café en la boca cos-
ta.)  

El punto culminante del viaje (si puedo 
hablar valientemente de parte de mis com-
pañeros delegados aquí) fue el tiempo que 
pasamos en el pueblo pequeño de Víctor, 
Toj Chan, Concepción, Chiquirichapa, afue-
rita de la segunda ciudad más grande de 
Guatemala, Quetzaltenango, o Xela. Había-

mos planeado sólo una reu-
nión en la tarde con líderes 
del pueblo y una visita a al-
gunos de los proyectos cum-
plidos y casas construidas 
gracias a las remesas enviadas 
de familiares en los Estados 
Unidos. Agradecidamente, la 
directora de GHRC Amanda 
Martin, nuestra líder de la 
delegación, aceptó las invita-
ciones repetidas del pueblo 
para quedarnos toda la noche 
para que nuestra visita no 
fuera corrida y para que de 
verdad pudiéramos tener un 
sabor de la vida en Toj Chan. 
Fuimos saludados por una 
brigada de niños sonrientes 
corriendo bajo la vereda 

inclinada, la entrada a Toj Chan, y subimos 
la colina intercambiando saludos con nues-
tro embajadores amistosos.  

Nos encontramos en el jardín de la escuela 
para una reunión grande y pública con lo 
que parecía ser toda la población del pueblo. 
Uno por uno, los hombres y mujeres de Toj 
Chan nos contaron sus historias atentando 
su suerte en los Estados Unidos y las varias 
razones por qué regresaron, o fueron envia-
dos de vuelta, a Guatemala. Casi todos en el 
jardín tenían experiencias personales mi-
grando a los Estados Unidos o tenían un/a 
esposo/a o miembro de familia que se había 
ido. Todos los participantes dijeron que 
nunca habían querido ir a trabajar a los Esta-
dos Unidos; no querían dejar a su familia, 
sus hogares, y el clima cómodo de Guate-
mala. Pero sentían que no tenían otra op-
ción. Ahora están felices de estar de regreso 

Estudiando los factores de empuje de la migración: 
un viaje revelador a Guatemala  
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Delegados de noviembre, de la Iglesia Unitaria Universalista de Arlington se reúnen 
con las comunidades afectadas por la migración y la deportación en Café Red, a cargo 

de DESGUA, en Quetzaltenango. (Foto: Mary Jean Schmelzer-Hoekstra)  



La segunda delegación anual de la Universidad American investiga los 
impactos del conflicto interno y los megaproyectos  

Edición #9 / marzo de 2011 

Trabajando al lado de un grupo de estudian-
tes maya Achí de la escuela Fundación Nue-
va Esperanza en Rabinal, los delegados de la 
Universidad American (AU) ayudaron a 
empezar un proyecto de canal de drenaje 
que protegerá las aulas de las inundaciones 
durante la época de lluvia. Nueva Esperanza 
ofrece un ambiente único bilingüe y bicultu-
ral, con un currículo que proporciona las 
materias básicas, mediante el uso de una 
pedagogía que reconoce e 
incorpora la historia y la cul-
tura maya. A diferencia de la 
gran mayoría de las escuelas 
en Guatemala, también enseña 
sobre el conflicto interno y su 
impacto en las comunidades. 

La actividad con los estudian-
tes locales fue uno de los mu-
chos intercambios que ocu-
rrieron durante la delegación 
de òvacaciones alternativasó de 
14 estudiantes de la Universi-
dad American dirigida por 
GHRC en enero. La delega-
ción viajó a Guatemala bus-
cando comprender mejor las 
repercusiones del conflicto interno y los 
megaproyectos actuales en las comunidades 
indígenas. Durante las visitas a Rabinal, Río 
Negro y San Juan Sacatepéquez, los delega-
dos vieron evidencia de las profundas cica-
trices, a largo plazo, de las masacres en el 
país y los impactos similares de proyectos de 
desarrollo a gran escala. 

La mayoría de los estudiantes de Nueva 
Esperanza son los hijos y nietos de las vícti-
mas del conflicto armado interno de Guate-
mala. Sus realidades cotidianas están marca-
das por una comunidad  que todavía siente 
los efectos de una serie de masacres brutales 
cometidas en 1982, en las cuales más de 
5.000 personas murieron. Una de las m§s 
grandes y más conocidas es la masacre de 
Río Negro, donde 177 mujeres y niños fue-
ron llevados a la cima de una montaña y 
ejecutados. 

La delegación de AU visitó la remota comu-
nidad por segunda vez en dos años para es-
cuchar los testimonios de los sobrevivientes 
y entender los desafíos de las familias que 

han optado por regresar. La delegación es-
cuchó a miembros de la comunidad contar 
de su lucha constante para recibir una edu-
cación adecuada y servicios de salud del 
Estado. Una clínica de salud de la comuni-
dad se encuentra cerrada, los medicamentos 
expirándose poco a poco, mientras que el 
centro de salud en Rabinal (a cuatro horas 
de distancia caminando) continúa aplazando 
el nombramiento de una enfermera comuni-

taria. Y, en una de las ironías más profun-
das, la comunidad todavía no tiene acceso a 
la red eléctrica a pesar de estar ubicada enci-
ma de una represa hidroeléctrica. Sin em-
bargo, abundan las iniciativas locales: mejo-
ramientos en el centro cultural, nuevos 
proyectos de turismo y planes para una nue-
va cancha de fútbol. 

Rabinal y las comunidades alrededor han 
sido líderes en la promoción de la justicia 
legal por los crímenes de guerra y de la me-
moria histórica en Guatemala. Los estudian-
tes oyeron sobre la lucha de las ONGs en 
Rabinal por responsabilizar a los autores de 
las masacres y de resarcimiento para las 
comunidades afectadas por la represión, que 
ha durado casi dos décadas. 

Mientras que las comunidades luchan por la 
justicia en los tribunales, también reconocen 
la necesidad de la gente de contar su histo-
ria, para que haya un espacio de reconoci-
miento y reflexión pública. Por falta de 
algún programa estatal integral para reparar 

y reconstruir, las organizaciones comunita-
rias han mostrado creatividad trabajando 
hacia la reconciliación. La región se ha con-
vertido en un ejemplo internacional de éxito 
de la recuperación de la memoria histórica, 
así como el desarrollo de proyectos de edu-
cación basados en la comunidad. 

La delegación visitó el proyecto recién inau-
gurado de fotografía y memoria histórica 

que aparece en la pared 
exterior del cementerio de 
Rabinal, acompañada por la 
Asociación para la Justicia y 
la Reconciliación (AJR), 
una de las dinámicas organi-
zaciones locales de la re-
gión. El mural grande cuen-
ta la historia de la comuni-
dad del Rabinal Achí a 
través del arte, la fotograf-
ía, y la historia escrita de la 
violencia, tejiendo la vio-
lencia del conflicto interno 
en un rico patrimonio cul-
tural en medio de la margi-
nación y el sufrimiento y la 
esperanza de la comunidad 

para un mejor futuro. Las caras de cientos 
de víctimas miran hacia a la carretera, re-
cordando a todos los que pasan de la ausen-
cia de sus seres queridos y la necesidad de la 
verdad y la justicia. 

Para las víctimas del conflicto interno, la 
estabilidad económica es una necesidad tan 
importante como la justicia y la reconcilia-
ción. Los delegados visitaron dos comunida-
des que trabajan con la Asociación de Agri-
cultores "Qachuu Aloomó (Ach² para 
"Madre Tierraó)  un proyecto de semillas 
orgánicas locales y que se centra en la crea-
ción de la seguridad alimentaria. Los agri-
cultores que se unen a la asociación reciben 
un paquete inicial de semillas nativas y talle-
res sobre la creación de abono orgánico. 
Cuando el cultivo se cosecha, el agricultor 
mantiene una parte de las semillas para la 
siembra siguiente, prepara algunas para 
ventas locales y da una parte de vuelta a la 
Asociación. De esta manera, los agricultores 
pueden mantener a sus familias, proteger 
sus tierras de insumos químicos intensivos y 

Los delegados de la UA pasan un día con los estudiantes de la Fundación Nueva Esperanza. 
(Foto: Ashleigh Mayo)  

Continúa en la página 10 
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Socióloga asesinada en Huehuetenango 

El 7 de diciembre de 2010, a las 7:00 am, 
Emilia Margarita Stackmaann Quan, una 
socióloga de 33 años de edad, fue secues-
trada junto a su chofer, Víctor Manuel 
López Palacios, en Huehuetanango. 
 
Su cuerpo fue encontrado al día siguiente 
en "La Cruz de Canalix" entre los munici-
pios de Chiantla y San Juan Ixcoy, Huehue-
tenengo. Quan trabajó con el Centro de 
Estudios y Documentación de la Frontera 
Occidental de Guatemala (CEDFOG) du-
rante los últimos cinco meses de su corta 
vida. Sus colegas la describieron como feliz, 
alegre, creativa e inteligente. 
 
Quan y López estaban en un Toyota Land 
Cruiser gris de CEDFOG, cuando fueron 
interceptados por dos individuos armados 
entre los pueblos de Paquix, Chiantla y San 
Juan Ixcoy. Los dos hombres portaban ar-
mas de alto calibre y a la fuerza abordaron 
el vehículo sin especificar los motivos del 
secuestro. 
  
López fue encontrado vivoñgolpeado y 
con las manos atadasñcerca del lugar don-
de fue descubierto el cuerpo de Quan. 
Después de la denuncia a la Policía Nacio-
nal Civil, un bloqueo fue establecido inme-
diatamente a la entrada a la ciudad de Bari-
llas. 
 
A las 11:30am del día del crimen, la policía 
detuvo un vehículo (de la misma descrip-
ción anterior) manejado por dos hombres: 
Evelio Arístides Rivas de 36 años y Jorge 
Hernán López de 18 años. Los dos hombres 

se escaparon. Rivas y López eran de Hue-
huetenango. Rivas tiene una historia de 
crimen violento, narcotráfico, transporte 
ilegal de armas y alteración del orden 
público. 
 
Después de su fuga, la policía capturó a 
López en Barillas. Más tarde fue trasladado 
al municipio de Santa Eulalia por motivos 
de seguridad, pero en el camino un grupo 
enfurecido de 2.500 personas bloqueó la 
carretera y obligó a la policía a entregar a 
López. Él fue linchado. Tres horas más tar-
de, el grupo enfurecido armado con ma-

chetes y palos llegó a la subes-
tación de Barillas, donde Rivas 
estaba detenido. Él fue sacado 
forzadamente y linchado tam-
bién. 
 
Diversas organizaciones socia-
les y de derechos humanos, 
incluyendo la Fundación Myr-
na Mack, la Facultad Latinoa-
mericana de Ciencias Sociales, 
el Colectivo Ecológico "Madre 
Selva" y la Organización de las 
Naciones Unidas han expresa-
do su condenación por el asesi-

nato de Quan y exigieron que los hechos se 
aclaren. Las Naciones Unidas en Guatemala 
emitió un comunicado condenando el asesi-
nato y pidiendo a las autoridades a comen-
zar una "investigación rápida, agotada y 
eficiente con el objetivo de identificar, juz-
gar y sancionar a los responsables". 
 
En su informe anual del año 2010, la Uni-
dad de Protección a Defensoras y Defenso-
res de Derechos Humanos (UDEFEGUA)  
reiteró su compromiso de apoyar una ac-
ción legal en la búsqueda de la justicia en el 
caso de Emilia. 
   
Defensores de derechos humanos 
trabajan bajo gran riesgo 
  
Trágicamente, Quan es sólo una de los 
ocho defensores de derechos humanos que 
fueron asesinados en Guatemala en 2010, la 
gran mayoría de los cuales nunca se investi-
garon exhaustivamente. 
  
Defensores de derechos humanos entrevis-
tados por UDEFEGUA han expresado su 
desilusión con el sistema de justicia. La 
Policía Nacional Civil (PNC) recibió sólo el 
3% de denuncias. El Ministerio P¼blico 
(MP) recibi· la gran mayor²a (m§s del 
80%) de todas las quejas y acusaciones, 
mientras que la Procuraduría de Derechos 
Humanos (PDH) recibió el 6% de los in-
formes. 
 
Aumenta la violencia en 2011 
  
Mientras que en 2010 las amenazas e inti-
midaciones constituyeron la mayoría de las 
agresiones, los dos primeros meses de 2011 
han sido más violentos. Comunidades indí-
genas y activistas han sido objeto de perse-
cuciones y detenciones ilegales, sobre todo 
cuando se encontraban defendiendo  el 
derecho a la tierra. Las comunidades alre-
dedor de la mina Marlin en San Marcos han 
sido objetos de amenazas violentas, al igual 
que aquellos que hablaban en contra de la 
mina de cemento en San Juan Sacatepé-
quez. Más recientemente, las comunidades 
de Panzós, Alta Verapaz han sufrido desalo-
jos violentos a manos de fuerzas estatales. 

El asesinato de Emilia Quan provocó una lluvia de 
consternación e indignación por las organizaciones 

locales e internacionales. (Foto: La Hora 10/12/10)  

Más de 600 personas marcharon en Huehuetenango una semana 
después del asesinato de Emilia, exigiendo justicia en su caso. (Foto: 

Mike Castillo, Prensa Libre, 16/12/10)  
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